Informacion Legislativa )

A cargo de PEDRO DE ELIZALDE Y AYMERICH

I. DERECHO CIVIL
1. Parte General.
1. ANDALUCIA.

Se somete a referéndum el proyecto de Estatuto de Autonomia.
Real Decreto 1835/1981, de 20 de agosto («BOE» del 26).

Aunque el Estatuto no haya concluido su tramitacién se reseflan los
aspectos del Proyecto que tienen mayor relevancia para el Derecho civil.

1. Condicién politica de andaluces: corresponde a los ciudadanos espa-
ioles que, de acuerdo con las leyes generales del Estado, tengan vecindad
administrativa en cualquiera de los municipios de Andalucia (art. 8).

2. Derecho de Andalucia; avlicacidon y eficacia: Las leyes y normas ema-
nadas de las instituciones de autogobierno de Andalucia tendran eficacia
en su territorio.

El derecho propio de Andalucia es el aplicable con preferencia a cual-
quier otro en el territorio andaluz.

El derecho estatal tiene cardcter supletorio del derecho propio de An-
dalucia (arts. 9 y 10).

3. Administracién de Justicia: a) El Tribunal Superior de Justicia de
Andalucia: Es el 6rgano jurisdiccional que, sin perjuicio de la jurisdiccién
que corresponda al Tribunal Supremo, culmina la organizacién judicial en
el territorio andaluz (art. 24).

b) Competencia de los 6rganos: Se extiende, en el orden civil, a todas
las instancias y grados, con excepcién de los recursos de casacién y revi-
sién (art. 49).

2. PERSONAS JURIDICAS.

Régimen de las Sociedades Agrarias de Transformacidén.
Real Decreto 1776/1981, de 3 de agosto («BOE» del 14).

(*) Comprende el periodo de 1 de julio a 30 de septiembre de 1981.
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A) Exposicién.

1. Ambito de aplicacién: El Real Decreto se aplicard a los expedientes
de constitucién de estas sociedades iniciados antes de su vigencia. Los
antiguos Grupos Sindicales de Colonizacién deberan adaptar sus Estatutos
a lo establecido en esta disposicién, en el plazo de un afio, sin que se
modifique su personalidad juridica. También deberan realizar tal adapta-
cién las Sociedades Agrarias de¢ Transformacién existentes con anterioridad
(disp. trans. 1.2, 2 y 3.* disp. final 3.5.

2. Sociedades Agrarias de Transformacién. Concepto: Sorn sociedades
civiles de finalidad econémico-social, en orden a la produccién, transforma-
cién y comercializacién de productos agricolas, ganaderos o forestales, la
realizacién de mejoras en el medio rural, promocién y desarrollo agrarios
y prestacién de servicios comunes (art. 1).

3. Personalidad juridica: Las Sociedades Agrarias de Transformacién
gozardn de personalidad juridica y plena capacidad de obrar desde su ins-
cripcién en el Registro del Ministerio de Agricultura y Pesca.

4, Régimen de responsabilidad: De las deudas sociales responderi el
patrimonio social y, subsidiariamente, los socios, de forma mancomunada
e ilimitada, salvo que estatutariamente se hubiese pactado su limitacién
(art. 1, p. 2).

5. Normas aplicables: Estas sociedades se regiran por el presente Real
Decreto, cuyas disposiciones habran de ser respetadas por sus Estatutos
y por las normas aplicables a las Sociedades civiles.

6. Régimen especial de las Sociedades Agrarias de Transformacién: El
Real Decreto regula con detalle los requisitos y organizacién propios de
estas Sociedades, como denominacién, domicilio y duracién; documenta-
cién social; admisién, baja, derechos y obligaciones de los socios; capital
social y participaciones; Organos, acuerdos sociales; Estatutos y su con-
tenido; disolucién, liquidacién y cancelacién de la inscripcion.

De esta regulacién se destacan seguidamente algunos de sus aspectos
mas relevantes:

a) Socios: s6lo podran promover una Sociedad de este tipo los titu-
lares de explotaciones agrarias, los trabajadores agricolas y las personas
juridicas que persigan fines agrarios (art. 5).

b) Limite de participacién en el capital social: El total de las apor-
taciones de un socio no podri exceder de la tercera parte del capital social
(art. 8, p. 5).

" ¢) Agrupacién de Sociedades: Las Sociedades podrin asociarse o inte-
grarse, constituyendo una Agrupacién con personalidad juridica y capacidad
de obrar (art. 9).

d) Organos de gobierno: Serdn Asamblea general, Junta rectora y Pre-
sidente (art. 10).

e) Disolucién forzosa: Cuando concurra una causa de disolucién y mno
sea acordada por la Asamblea, el Instituto para la Reforma Agraria o cual-
quiera de los socios podran solicitar que el érgano competente de la juris-
diccién civil declare disuelta la Sociedad (art. 13).
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B) Observaciones.

El Real Decreto deroga expresamente la normativa referente a los Grupos
Sindicales de Conservacién de Mejoras (Decreto 2838/1971, de 14 de octubre,
y disposiciones complementarias).

4. Derecho de familia.

3. CODIGO CIVIL.

Se modifica su Titulo IV, Libro I.
Ley 30/1981, de 7 de julio («<BOE» del 20).

A) Exposicion.

Tal como hicimos con la reforma del Cédigo civil operada por la Ley
1171981, de 13 de mayo (véase ADC, tomo XXXIV-II, disposicién ntmero 7
de la Informacién Legislativa), sélo resefiaremos brevemente las innova-
ciones principales que resultan de la nueva redaccién.

1. Derecho transitorio: a) Eficacia de la Ley de Divorcio de 1932
los divorciados, a su amparo, por sentencia firme podrdan contraer nuevo
matrimonio, salvo si la sentencia fue anulada judicialmente (disp. trans. 1.%).

b) Aplicacién de la nueva Ley a situaciones anteriores a su vigencia:
los capitulos VI, VII y VIII (nulidad, separacién y disolucién del matri-
monio) determinardn los efectos de los hechos o situaciones anteriores a
la entrada en vigor de la Ley. El tiempo transcurrido con anterioridad a
la entrada en vigor de la Ley serd computable a efectos de la separacién
o divorcio (disp. trans. 2.5).

2. Contenido del Titulo IV, Libro I.

Se estructura en 11 capitulos, reguladores de las materias que a conti-
nuacién se exponen.

a) Promesa de matrimonio. Se actualiza la regulacién del Cédigo sobre
los esponsales, sin alterar sus criterios basicos. Es decir, su eficacia se
limita a originar una obligacién de indemnizacién de perjuicios en caso
de negativa a contraer el matrimonio (arts. 42 y 43).

b) Requisitos del matrimonio. Se establecen con pretensiones de gene-
ralidad, es decir, aplicable a las varias formas de contraer matrimonio pre-
vistas. El consentimiento matrimonial, nucleo esencial del matrimonio, es
acertadamente regulado con separacién de los impedimentos.

La tradicional distincién entre impedimentos disimentes e impedientes
se encuentra implicita en el Cédigo. Su nimero ha sido ampliamente redu-
cido, respecto a la redaccién legal anterior, pues sélo subsisten los de edad
y ligamen como dirimentes y ¢l parentesco de consanguinidad y el crimen
como impedientes.

El otorgamiento de dispensa se agiliza al conferir la competencia para
ello al ministro de Justicia y al juez de Primera Instancia (arts. 44 a 48).
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c¢) Forma de celebracién del matrimonio. Los requisitos formales del
matrimonio tienen tal relevancia que son objeto de un capitulo especial.

Dos son las formas utilizables para contraer matrimonio: forma civil
(ante el juez o funcionario competente) y forma religiosa. También es po-
sible la utilizacién de una forma extranjera, en aplicacién del principio
«locus regit actum» cuando se trate de espafioles fuera de Espafia, o de
la ley nacional, cuando se trate de extranjeros en Espaifia.

1. Forma civil: Se determinan los criterios de competencia del juez
o funcionario que deba autorizar el matrimonio, admitiéndose la delegacién.
El matrimonio exige la tramitacién del correspondiente expediente admi-
nistrativo y su celebracién ante el juez o funcionario y dos testigos mayores
de edad.

Son reguladas como formas especiales: el matrimonio en peligro de
muerte, secreto y por apoderado. Se asegura la validez del matrimonio
putativo para los casos de incompetencia o falta de nombramiento legitimo
del funcionario autorizante.

2. Forma religiosa: la celebraciéon podra ajustarse a la forma establecida
por una confesién religiosa cuando asi lo haya acordado con el Estado
o lo autorice la legislacién estatal. El matrimonio celebrado en estas con-
diciones producird efectos civiles (arts. 49 a 60).

d) Inscripcién del matrimonio en el Registro Civil. Sin perjuicio de
que el matrimonio produzca efectos civiles desde su celebracién, para su
pleno reconocimiento, especialmente en cuanto afecte a terceros, precisa
su inscripcién registral. La practica de la inscripcién se ajustard a diversos
requisitos, segin el matrimonio se celebre en forma civil o religiosa o si
se trate de matrimonio secreto (arts. 61 a 65).

€} Derechos y deberes de los cényuges. La tradicional declaracién de
principios sobre esta materia se completa con el régimen para la fijacién
del domicilio conyugal y una presuncién de convivencia de los cényuges
(arts. 66 a 72).

f) Nulidad del matrimonio. Las causas de nulidad son enumeradas con
cierto desorden e imprecisién, incluyéndose como tales la falta de consen-
timiento, la concurrencia ‘de impedimentos, la falta de intervencién del
funcionario autorizante o de los testigos, el error en la persona y la coac-
cién o miedo grave. A pesar de esta enumeracién no parece que las causas
sean tasadas, pues el articulo 78 se refiere a la nulidad por defecto de
forma fundada en razones distintas a las enunciadas.

La accién de nulidad tiene rasgos especiales cuando la causa es la falta
de edad o el error, coaccién o miedo grave. Se reconocen los efectos del
matrimonio putativo y de las resoluciones dictadas por los Tribunales
Eclesiasticos sobre nulidad o de las resoluciones pontificias sobre matri-
monio rato y no consumado (arts. 73 a 80).

g) Separacidén. La separacién, que se decretara judicialmente, procedera
cuando la consientan ambos cényuges, después del primer afio de matri-
monio, y a peticién de uno de los cényuges, cuando exista causa legal.

Las causas legales de separacion son tasadas, consistiendo en el incum-
plimiento grave de los deberes conyugales y familiares, la condena a pena
privativa de libertad, el alcoholismo, toxicomania o perturbaciones men-
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tales, la separacién de hecho continuada o la concurrencia de alguna causa
de divorcio.

Expresamente se determina que la sentencia de separacién hace cesar
la posibilidad de vincular bienes del otro cényuge en el ejercicio de la
potestad doméstica. Los efectos de la separacién concluyen con la recon-
ciliacién, salvo decisién judicial relativa a la situacién de los hijos (ar-
ticulos 81 a 84).

h) Disolucién del matrimonio. Son causas de disolucién la muerte o
declaracién de fallecimiento de uno de los cényuges y el divorcio, que es
regulado con detalle por la ley.

Las causas de divorcio se reducen a dos: La separacién de hecho, con-
tinuada durante uno, dos o cinco afios, segin la situacién de los cényuges,
y la condena por atentar contra la vida del cényuge, sus ascendientes o
descendientes.

La Ley detalla el alcance que debe tener el cese efectivo de la convi-
vencia conyugal, a efectos de la separacién y el divorcio, asi como la dura-
cién de la accién de divorcio.

La disolucién por divorcio serd eficaz a partir de la firmeza de la sen-
tencia, debiendo inscribirse en el Registro Civil (arts. 85 a 89).

i) Efectos comunes a la nulidad, separacién y divorcio. El «convenio
regulador», que deben elaborar los cényuges que consientan la separacién
o el divorcio, tiene un contenido legal minimo. Debe referirse a la patria
potestad, uso de los bienes familiares, contribucién a las cargas del ma-
trimonio, liquidacién del régimen econémico conyugal y pensién, en su
caso. El convenio precisa ser aprobado por el juez, pudiendo modificarse,
tanto por éste como por nuevo acuerdo. A falta de convenio, las medidas
correspondientes se adoptardn por el juez.

El régimen de las relaciones paterno-filiales (obligaciones de los padres,
alimentos, visitas), de los bienes del matrimonio y de la vivienda familiar
se establece con separacién por la Ley.

Uno de los cényuges tendrd derecho a pensién cuando la separacion
o divorcio le produzca un desequilibrio econémico que empeore su situa-
cién. Su cuantia serd fijada en la resolucién judicial y podra modificarse
o sustituirse por otras prestaciones. Igualmente podri haber derecho a
indemnizacién para el cényuge de buena fe en caso de nulidad del matri-
monio (arts. 90 a 101).

j) Medidas provisionales por demanda de nulidad, separacién y divorcio.

El texto legal permite distinguir los siguientes grupos de medidas:

1. Medidas provisionales. Se producen una vez admitida la demanda
y en dos formas distintas.

— Por ministerio de la Ley: Los cényuges podran vivir separados, cesa
la presuncién de convivencia, se revocan los consentimientos y poderes
otorgados y cesa la posibilidad de vincular bienes privativos del otro cén-
yuge en ejercicio de la potestad doméstica.

— Por resolucién judicial, a falta de acuerdo de los cényuges: Regula-
cién de la patria potestad, uso de bienes familiares, contribucién a las
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cargas del matrimonio, bienes comunes y administracién o disposicion de
bienes privativos afectos a.las cargas matrimoniales.

2. Medidas previas. Las medidas sefialadas anteriormente podran soli-
citarse por el cényuge que se proponga interponer la demanda. La demanda
habri de presentarse en el plazo de treinta dias desde la adopcién de las
medidas.

Todas las medidas adoptadas concluirdn con la terminacién del proceso
correspondiente, salvo la revocacién de consentimientos y poderes, que es
definitiva (arts. 102 a 106).

k) Normas de Derecho Internacional Privado.

Se altera el régimen general del art. 9, p. 2, del Cédigo civil en cuanto
a la separacién y divorcio, que se regiran por la ley nacional comun de
los cényuges al presentar la demanda. Subsidiariamente se atendera a la
ley de la residencia habitual comiin y a la ley espaiiola.

Los efectos en Espafia de las sentencias extranjeras de separacién o
divorcio se producirdn con arreglo a la Ley de Enjuiciamiento Civil (art. 107).

1) Otras modificaciones: La Ley modifica otros articulos del Cédigo civil
para coordinarlos con los nuevamente redactados. Asi, el art. 195, cuyo
ultimo parrafo se suprime, al haberse establecido que la declaraciéon de
fallecimiento disuelve el matrimonio; el art. 855, consecuencia de la nueva
regulacién de la separacién y el divorcio; el art. 919, en el que se suprime
la referencia al matrimonio canénico.

También se suprime el art. 176, regulador de los efectos de la adopcién
y redactado tultimamente por la Ley 11/1981, de 13 de mayo, sin que pueda
advertirse la razén de tal supresién, que posiblemente se deba a un error.

Las disposiciones adicionales de la Ley regulan dos materias de caracter
sustantivo:

1. Inscripcién en los Registros publicos. Las sentencias de separacién,
nulidad y divorcio se comunicardn de oficio a los Registros Civiles corres-
pondientes y podrdn anotarse o inscribirse en los Registros de la Propiedad
y Mercantil, tanto aquéllas como las demandas.

2. Pensiones y Seguridad Social. Las prestaciones de la Seguridad Social
seran percibidas por el cényuge y los descendientes beneficiarios, aunque
exista separacién o divorcio. Tendran la condicién de beneficiarios quienes
hayan vivido como matrimonio, pero sin poder contraerlo por iinpedirselo
la legislacién vigente.

Los derechos pasivos y pensiones corresponderan a los cényuges en
proporcién al tiempo vivido con el fallecido. A efectos de derechos pasivos,
los conyuges separados se equiparan a quienes tengan su matrimonio di-
suelto.

B) Observaciones.

1. Esta reforma afecta a 67 articulos del Cdédigo civil, siendo evidente
su relevancia, dada la peculiar incidencia social de la materia regulada.
De igual modo que en la anterior reforma del Cédigo civil (Ley 11/1981,
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de 13 de mayo, véase ADC, tomo XXXIV-II, nim. 7, de la Informacién
legislativa) es de lamentar la supresién de articulos, dejados asi «en blancor
dentro del Cédigo (arts. 72 y 77). Resulta ademds sorprendente la supresién
del articulo 176, redactado por la citada Ley de 13 de mayo de 1981 y regu-
lador de los efectos de la adopcién (parentesco, patria potestad y tutela).
La inexistencia en tal articulo de contradiccién alguna con la nueva reforma
y la importacién de la regulacién que contiene hacen pensar que se trata
de un error originado durante la tramitacién parlamentaria del proyecto
de Ley (el proyecto, publicado en el «<BOC» nim. 123-1, el 13 de marzo de
1980, daba nueva redaccién al parrafo segundo del articulo). En realidad
debié suprimirse toda referencia a este articulo, al ser abordada su reforma
por la ley relativa a la filiacién y patria potestad.

2. La nueva regulacién del matrimonio cumple el mandato del articulo 32
de la Constilucién, regulando todos los aspectos que éste indica y erigiendo
el principio de igualdad entre los cényuges como informador de todo su
régimen. Se ajusta también la reforma al Acuerdo del Estado con la Santa
Sede sobre asuntos juridicos, de 3 de enero de 1979, cuyo articulo VI se refie-
re al matrimonio candénico y sus efectos.

3. La reforma ha mejorado, en general, la sistematica del Titulo IV,
Libro I del Cédigo civil, depurando ademds el tratamiento juridico de
algunos aspectos del matrimonio. Es notable la reduccién del ntimero de
impedimentos que se realiza (cfr. los antiguos arts. 83 y 84 con los actua-
les 46 y 47), ajustando su régimen a la verdadera naturaleza juridica de
los anteriores impedimentos y a la realidad social.

La aconfesionalidad del Estado tiene su reflejo en la regulacién de
las formas de matrimonio, al admitirse la celebracién con arreglo a la
forma prevista por una confesién religiosa cualqulera siempre con la exis-
tencia de un control estatal.

Por el contrario, surge cierta confusién en la enumeracién y deslinde
de las causas de nulidad, de separacién y de divorcio, que exigen una deli-
cada labor de exégesis y comparacién para su examen en cada caso concreto.

II. DERECHO REGISTRAL
4. REGISTRO DE ACTOS DE ULTIMA VOLUNTAD.

Nuevo modelo de impreso triptico de tarjetas.
Orden de 1 de junio de 1981 («BOE» del 16).

Se aprueba un nuevo modelo de impreso triptico de tarjetas para el
servicio de este Registro. El nuevo modelo deberi utilizarse a partir del
dia 1 de octubre de 1981.

La Resolucién-Circular de ia Direccién General de los Registros y el
Notariado de 9 de junio de 1981 da instrucciones para cumplimentar el
nuevo impreso.
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III. DERECHO MERCANTIL
5. BANCOS PRIVADOS.

Condiciones para su creacién y funcionamiento.
Real Decreto 1294/1981, de 5 de junio («BOE» del 3 de julio).

A) Exposicién.

1. Constitucién por personas fisicas y limitacién de la participacién
extranjera: Las condiciones de que los Bancos privados deban estar cons-
tituidos tinicamente por personas fisicas y que la participacién en su capital
de personas fisicas extranjeras no pueda exceder del 15 por 100 sélo seran
aplicables durante los primeros cinco afios de la existencia de tales Bancos.

2. Cese de las condiciones especificas: Se producird cuando el Minis-
terio de Economia y Comercio conceda a los Bancos la confirmacién defi-
nitiva de la autorizacién de creacién, quedando sujetos a las normas ge-
nerales.

B) Observaciones.

Esta disposicién se refiere concretamente a los Bancos creados al amparo
de los Decretos 63/1972, de 13 de enero, y 2246/1974, de 9 de agosto, que
establecen el procedimiento de autorizacién y los requisitos para su crea-
cién y funcionamiento durante sus primeros afios de existencia, hasta su
confirmacién definitiva.

6. SOCIEDADES DE GARANTIA RECIPROCA.

Aceptacién por el Estado y organismos publicos de sus avales y fianzas.
Real Decreto 1312/1981, de 10 de abril («BOE» del 7 de julio).

A) Exposicién.

1. Ambito subjetivo de aplicacion: Las Sociedades de Garantia Reciproca
constituidas por pequefios y medianos empresarios al amparo del Real
Decreto 1885/1978, de 26 de julio.

2. Autorizacién para la prestacién de avales y fianzas: Podran otorgar
avales y fianzas ante el Estado, sus organismos auténomos, empresas pu-
blicas y entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social, para
garantizar las responsabilidades de sus socios participes.

3. Excepcién: No son admitidos estos avales y fianzas para garantizar
las responsabilidades correspondientes al cumplimiento de obligaciones tri-
butarias.

4. Requisitos de las Sociedades de Garantia Reciproca para la admisién
de sus avales y fianzas:
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a) Estar formalmente constituidas y operar con una antelacién mintma
de un aiio.

b) Encontrarse inscritas en el Registro especial.

c) Estar formadas por més de 200 socios participes.

d) Contar entre sus socios protectores con entidades de interés ptblico
o general con participaciones en el capital que superen, en conjunto, el
20 por 100 del mismo.

e) No exceder los avales de diez millones de pesetas.

f) Limitar los avales prestados a favor de organismos publicos al 10
por 100 del total de cada ejercicio.

g) Estos avales y fianzas no podrin ser objeto de aval por el Estado
(disp. adic.).

5. Control: El cumplimiento de los requisitos debera constar en informe,
previo a la aceptacién, de los Ministerios de Economia y Comercio y de
Industria y Energia.

B) Observaciones.

En general, el régimen juridico de las Sociedades de Garantia Reciproca
se contiene en el citado Real Decreto 18385/1978, de 26 de julio («BOE» del
11 de agosto). i

Excluida la posibilidad de utilizar los avales de Sociedades de Garantia
Reciproca para garantizar obligaciones tributarias, quedan al margen de
dichos vales tanto los procedimientos recaudatorios como los recursos ad-
ministrativos en materia fiscal.

7. BOLSAS DE COMERCIO.

Modificacién de su reglamento.
Real Decreto 1536/1981, de 13 de julio («BOE» del 28). .

Se modifican 28 articulos del Reglamento de las Bolsas Oficiales de Co-
mercio, de 30 de junio de 1967.

La modificacién afecta a las siguientes materias:

1) Cotizacién oficial: Se suprime la necesidad de autorizacién del Go-
bierno para la cotizacién oficial de efectos publicos extranjeros.

La tramitacién del expediente podra ser conjunta para las solicitudes
ante varias Juntas Sindicales.

Se altera la relacién de documentos que deben acompaiiar a la solicitud
de cotizacién oficial y se establecen directamente las condiciones minimas
para la admisién de los titulos-valores a la misma, distinguiéndose las es-
peciales para acciones y obligaciones y titulos-valores similares, de las
comunes.

2) Cotizacién calificada: Se establecen nuevos indices minimos para el
acceso a este tipo de cotizacién, asi como las reglas para su célculo, adqui-
sicién, pérdida y efectos.
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3) Disposiciones comunes para ambas cotizaciones: Se refieren a la
exclusiéon o suspensién de la cotizacién oficial.

4) Normas de contratacién: Reciben una formulacién mas completa las
reglas sobre determinacién del cambio, cuantfas minimas-de cambio para
ciertas ocasiones, forma de expresién de cambios y variaciones en los cam-
bios. Se regulan ademds los aspectos principales del sistema de contrata-
cién continuada, que podra aplicarse, por el Ministerio de Economia y
Comercio a determinados valores de cotizacién calificada.

5) Acta de cotizacién y boletin.

La entrada en vigor y aplicacién de las innovaciones operadas por el
presente Real Decreto son objeto de regulacién por sus disposiciones tran-
sitorias y finales:

a) Entrada en vigor. Regla general: Las modificaciones realizadas por
la presente disposicién entrardn en vigor el primer dia del primer trimestre
natural que se inicie a partir de su publicacién en el «BOEn».

Regla especial: La modificacién sobre clasificacién de valores en el bo-
letin de cotizacién entrard en vigor el 1 de enero de 1982.

' .b) Aplicacién:

— Entidades o Sociedades emisoras de titulos-valores con cotizacién ofi-
cial: Podrian adoptar acuerdo de exclusién de la misma en la primera Junta
general que celebren. ‘

— Valores con cotizacién calificada: Podrin mantenerla durante dos afios
mientras cumplan las normas anteriormente en vigor.

Por Orden de 25 de septiembre de 1981 («<BOE» del 29) se desarrollan
las nuevas normas sobre cotizacién calificada relativas a los Fondos de
Inversi6én Mobiliaria.

8. BANCOS PRIVADOS.

Modifica normas relativas al Fondo de Garantias de Depésitos.
Real Decreto 1620/1981, de 13 de julio («<BOE» del 1 de agosto).

Se modifican varios articulos del Real Decreto 167/1980, de 28 de marzo,
que perfeccioné y ampli6 el Fondo. Las modificaciones afectan a los si-
guientes aspectos:

1) Anticipos del Banco de Espafia. Suprime la limitacién cuantitativa
que se encontraba establecida.

2) Garantia de los depésitos. Resulta elevada hasta un millén quinientas
mil pesetas por depositante.

3) Expulsién del Fondo. La acarreard el incumplimiento, por los Bancos
integrados, de las obligaciones establecidas.

4) Ampliacién de las medidas utilizables por el Fondo para superar las
situaciones de crisis bancaria en que intervenga.
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Iguales criterios respecto a la garantia de los depdsitos y expulsién del
Fondo, se aplican a las actuaciones del mismo en relacién con Cajas de
Ahorro, modificAndose, en tal sentido, el Real Decreto 2860/1980, de 4 de
diciembre.

9. ENTIDADES PARTICULARES DE CAPITALIZACION Y AHORRO.

Se declaran a extihgﬁir y sc 'fegula la garantia de los depdésitos consti-
tuidos en las mismas. 3
Real Decreto-Ley 11/1981, de 20 de agosto («BOE» del 21).

A) Exposicién:

1. Prohibicién de nueva constitucién: A partir de la publicacién de la
presente disposicién no podrian constituirse nuevas entidades - de .ahorro
particular.

2. Régimen -para las entidades de ahorro particular existentes: En el
plazo de dos afios habrdn de optar por disolverse o convertirse en entidades
de capitalizacién o de cualquier otro objeto de licito comercio.

3. Liquidacién forzosa e intervenida de entidades; Podra decretarse cuan-
do la situacién anormal de alguna entidad de ahorro particular compro-
meta, de manera inmediata, el exacto cumplimiento de las dlsposmlones
contraidas con los suscriptores y asociados.

4. Garantia del Estado: E{ Estado garantiza los depdsitos entregados
a las entidades de ahorro particular en las situaciones y con los limites
establecidos en el presente Real Decreto-Ley, subrogandose, en caso de pago,
en los derechos de los acreedores correspondientes.

5. Efectos de la liquilacién forzosa € intervenida de una entidad: Cesa-
ran de devengar intereses y premios los depdsitos de los ahorradores y los
titulares de las acciones representativas del capital social o de las participa-
ciones del fondo mutual de ia entidad percibirdn el haber liquido que,
en su caso, resulte,

6. Exencién tributaria: Los actos y documentos necesarios para el cum-
plimiento del presente Real Decreto-Ley y los derivados de las operaciones
de liquidacién forzosa e intervenida, estarin exentos de toda clase de
tributos.

B) Observaciones.

Las entidades de ahorro particular afectadas por esta disposicién se
encuentran reguladas por la Ley de 22 de diciembre de 1955 y su Reglamento
de 26 de abril de 1957.

10. CONTRATO DE SEGURO.

Se refunde y actualiza la normativa aplicable al seguro sobre la vida.
Orden de 12 de agosto de 1981 («<BOE» del 5 de septiembre).
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La Orden sistematiza las normas reguladoras del seguro de vida, en el
marco legal de la Ley del Contrato de Seguro, de 8 de octubre de 1980
(resenada en ADC, tomo XXXIV-1I, niim. 15 de la Informacién Legislativa).

Esta disposicién se refiere a los siguientes aspectos: riesgos asegurables,
tipos de contratacién, condiciones técnicas del seguro, obligaciones de las
aseguradoras, régimen de las solicitudes de inscripcién o ampliacién de
inscripcién en el ramo de vida, documentacién exigible a las aseguradoras
(presentacién de modelos de poélizas, bases técnicas y tarifas de primas),
control administrativo y sorteos de capitales adicionales. El articulo 11
sefiala las disposiciones o preceptos que resultan derogados.

11. NAVEGACION AEREA.

Se establecen las normas a seguir en caso de anulacién de plazas y reem-
bolso de billetes.
Real Decreto 2047/1981, de 20 de agosto («BOE» del 16 de septiembre).

A) Exposicién:

1. Cargo por cancelacién de plazas o no utilizacién de reserva.

a) Imposicién: Podri autorizarse por la Subsecretaria de Aviacién Civil
a las compafifas aéreas, imponiéndose al pasajero titular del billete en caso
de cambio o reembolso, cuando conste reserva firme, por no uso del mis-
mo, sin haberse anulado con veinticuatro horas de antelacién.

b) Cuantia: El 20 por 100 del importe del billete.

¢) Excepciones: No procederd la imposicién de cargo alguno en los si-
guientes casos:

— Cuando los billetes estén pendientes de confirmacién, condicionados
o abiertos.

— Cuando se trate de billetes de niiio.

— Cuando el cambio o cancelacién se deba a cancelacién del vuelo, pér-
dida de enlace, omisién de escala, modificacién de tarifas u horarios, otras
causas imputables a la compaiifa o fuerza mayor del viajero.

d) Mencién obligatoria en los billetes: Se haran constar en ellos las
consecuencias econémicas que regula la presente disposicién.

2. Oposicién al cargo: El pasajero que considere improcedente el des-
cuento que le haya practicado una compaiiia podra denunciar el hecho a la
Direccién General del Transporte Aéreo, la cual ordenard, en su caso, la
devolucién del cargo, pudiendo imponer una multa a aquélla.

B) Observaciones.

El presente Real Decreto desarrolla la previsiéon contenida en el art. 95
de la Ley de Navegacién Aérea de 21 de julio de 1960 y es complementario
del Real Decreto 1961/1980, de 13 de julio (véase ADC, tomo XXXIV-I, dispo-
siciéon mim. 12 de la Informacién Legislativa).

A pesar de la naturaleza puramente privada de las relaciones entre el
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pasajero y la compaiiia aérea, las cuestiones que suscite la imposicion del
cargo, aqui regulado, se remiten a la llamada actividad arbitral de la Admi-
nistracién, dado el especial control administrativo sobre el transporte aéreo.

IV. DERECHG PROCESAL

12. JUZGADOS DE FAMILIA.

Creacién en diversas ciudades.
Real Decreto 1322/1981, de 3 de julio («<BOE» del 8).

A) Exposicién.

1. Entrada en funcionamiento: Estos Juzgados iniciaran sus actividades
el dia 1 de septiembre de 1981 (art. 7).

2. Creacién de Juzgados: Se crean 26 Juzgados de Primera Instancia en
diversas ciudades.

3. Competencia material: Los nuevos Juzgados conoceran de forma ex-
clusiva, por via de reparto, dec las actuaciones judiciales previstas en los
titulos IV y VII del libro I del Cédigo civil, asi como de aquellas otras
cuestiones que, en materia de Derecho de familia, les sean atribuidas por
las leyes (art. 1, p. 2). ’ ' )

4. Régimen juridico: La organizacién, régimen, composicién, competen-
cia territorial, funcionamiento y provisién de destinos se regulardn por las
disposiciones vigentes sobre la materia.

B) Observaciones.

Como indica el predmbulo del Real Decreto, la creacién de estos Juz-
gados fue ordenada por la Ley 11/1981, de 13 de mayo, que modificé el
Cédigo civil en materia de filiacién, patria potestad y régimen econémico
del matrimonio (véase su disposiciéon final).

13. PROCESOS MATRIMONIALES.

Se regulan con ocasién de la reforma del Cédigo civil.
Ley 30/1981, de 7 de julio (+xBOE» del 20).

A) Exposicién.

1. Aplicacién de estas normas procesales: Deberan observarse en tanto
no se modifique la Ley de Enjuiciamiento Civil.

2. Competencia de los érganos jurisdiccionales espafioles: Conoceran de
las demandas de separacién, divorcio y nulidad del matrimonio cuando am-
bos cényuges tengan nacionalidad espaiiola o residan en Espafia o aqui
resida el demandado (disp. adic. 1.).

11



984 Anuario de Derecho civil

3.. Competencia del Juez: En los procesos de nulidad, separacién y di-
vorcio serda competente el juez de 12 Instancia del lugar del domicilio
conyugal o, en su defecto, el del ultimo domicilio del matrimonio o de la
residencia del demandado, a eleccion del demandante (disp. adic. 3.%).

4. Intervencidon del Ministerio Fiscal: Serd parte siempre que alguno de
los cényuges o sus hijos sean menores, incapacitados o ausentes (disposicién
adicional 8.%).

5. Medidas procesales: Las actuaciones judiciales en estos procesos no
seran publicas y las tasas judiciales se reduciran al 50 por 100 (disposicién
adicional 8.2).

6. Régimen especial de los distintos procesos.

2) Eficacia civil de resoluciones dictadas por los tribunales eclesidsticos:
Se aplica el mismo criterio de competencia recogido en el anterior num. 3.

Previa audiencia de las paries y del Ministerio Fiscal resolvera el Juéz
mediante auto -no recurrible. Las partes y el Fiscal podrdn, en caso de
denegacién, formular su pretensién en el proceso correspondiente (dispo-
sicion adicional 2.%). )

b) Domicilio conyugal y medidas previas o provisionales de los procesos.
Se dictaran las oportunas resoluciones con arreglo a la Ley de Enjuiciamien-
to Civil (arts. 1.884, 1.885, 1.896.y sig.) (disp. adic. 4.7).

c) Separacién y divorcio, en general, nulidad y procesos matrlmomales
sin regulacién especial: Se sustanciardn a través de los tramites de ]os
iﬁcidentes, con Ias ‘especialidades queé se establecen (sobre conciliacién, bene-
ficio de pobiéza, plazos, reconvencién, prueba). El recurso de casacién solo
procedera a instancia del Ministerio Fiscal y en interés de la ley (dispo-
sicion adicional 5.2).

d) Separacién y divorcio de comun acuerdo: La ley determina la docu-
mentaciéon que, en cada caso, ha de aportarse por los cényuges, siendo los
trdmites del proceso especialmente breves y sencillos. En la resclucién el
Juez habra de decidir sobre el convenio regulador de la futura situacién
conyugal y familiar. Las normas, de la Ley de Enjuiciamiento Civil sobre el
procedimiento de los incidentes seran aplicables supletoriamente (disposicién
adicional 6.7). '

e) Nulidad por falta de consentimiento matrimonial o concurrencia e
un vicio en el mismo: Los procesos correspondientes se sustanciaran por
los tramites del juicio declarativo ordinario (disp. adic. 7.%).

B) Observaciones.

1. Esta regulacién, también provisional, sustituye, en cuanto a los pro-
cesos de separacion, a la Ley 76/1980, de 26 de diciembre (resefiada en ADC,
tomo XXXIV-II, niim. 6, de la Informacién Legislativa), que se deroga ex-
presamente.

2. Ya creados los Juzgados de Familia, éstos serdn los que intervengan,
en su caso, en los procesos matrimoniales (véase el Real Decreto 132271981,
de 3 de julio, resefiado anteriormente).



Informacion legislativa 985

3. Merece especiales criticas negativas la redaccién de la disposiciéon
adicional sexta cuyos ultimos apartados contienen meras repeticiones. En
efecto, la posibilidad de recurrir en apelacién las sentencias y autos dictados
en Jos procesos de separacion y divorcio que regula se indica en ios apar-
tados 7 y 10; la preceptiva postulacién procesal, en los apartados 9y 12y la
aplicacidon supletoria de la Ley de Enjuiciamiento Civil en los apartados
9 vy 14.

4. La proliferacién de procesos especiales sujetos a normas peculiares
contenidas en textos separados hace cada vez mas necesaria la elaboracién
de un Cddigo Procesal Civil que ordene, con triterios generales y modernos,
esta materia. Esta regulacién procesal en disposiciones adicionales de una
ley de reforma del Cdédigo civil muestra con claridad los defectos de la
situacién actual.

14. PROCEDIMIENTO CIVIL.

Convenio entre Espafia y la Reptiblica de Austria, complementario del
Convenio de La Haya de 1 de marzo de 1954, firmado en Viena el 14 de
noviembre de 1979.

Insirumento de 11 de mayo de 1981 («<BOE» del 8 de agosto).

A) Exposicién.

1. Principio de igualdad de trato: Los nacionales de cada Estado conira-
tante gozaran, en el territoric del otro Estado, del mismo tratamiento que
los nacionales de este ultimo, en cuanto a la proteccién legal y judicial de
caricter procesal civil. Tendran libre acceso a los Tribunales y podran com-
parecer en juicio en las mismas condiciones que los nacionales del otrp
Estado. ‘

2. Comunicaciones entre los Estados:

a) Actas: Las actas judiciales o extrajudiciales, en materia civil o mer-
cantil, procedentes de un Estado y dirigidas a residentes en el otro Estado,
podran dirigirse por la autoridad judicial requirente a la requerida, a través
de los respectivos Ministcrios de Justicia. Las actas estaran dispensadas de
legalizacién, apostilla u otras formalidades.

b) Comisiones rogatorias: Cuando se refieran a materia civil o mercantll
procedan de un Estado contratante y hayan de ejecutarse en el otro Estado,
podran ser dirigidas por la autoridad judicial requirente a la requerida,
a través de los Ministerios de Justicia.

¢) Comunicacién directa con los propios nacionales -en el extranjero:
Sera facultad de cada Estado realizarla a través de sus representantes diplo-
maticos o consulares.

d) Inexcusabilidad de la comunidad: No podrd denegarse la notificacion
o ejecucion por la competencia exclusiva de los Tribunales del Estado re-
querido para conocer del asuinto.
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3. Eficacia de documentos: Los documentos publicos y privados cuya
autenticidad haya sido declarada por una autoridad judicial o admigistrativa
o por notario publico de uno de los Estados contratantes seran admitidos
en los procedimientos sobre materia civil y mercantil -que se tramiten ante
los Tribunales del otro Estado, sin necesidad de legalizacién, apostilla o
formalidad equivalente.

4. Lengua utilizable: Las actas, comisiones, comunicaciones y escritos
seran redactados en la lengua oficial del Estado requirente. Las comunica-
ciones y escritos relativos a su ejecucién se redactaran en la lengua oficial
del Estado requerido.

5. Incompetencia de la autoridad judicial requerida: Debera remitir de
oficio el acta o comisién rogatoria a la autoridad judicial competente.

B) Observaciones.

El Convenio de La .Haya sobre procedimiento civil, al que se refiere
el presente, tiene fecha de 1 de marzo de 1954, siendo ratificado por Espaiia
mediante instrumento de 28 de junio de 1961 («BOE» del 13 de diciembre).

V. OTRAS DISPOSICIONES
15. SALARIO MINIMO INTERPROFESIONAL.

Fijacion.

Real Decreto 1326/1981, de 19 de junio («BOE» del 8 de julio).

En aplicacién del art. 27 del Estatuto de log Trabajadores, se fija el salario
minimo interprofesional, con efectos a partir del dia 1 de abril de 1981 y
hasta el 31 de diciembre. El salario minimo para trabajadores mayores de
dieciocho afios queda fijado en 854 pesetas-dia o 25.620 pesetas-mes.

16. AGUAS EN TARRAGONA.

Se regulan determinadas actuaciones en esta materia.
Ley 18/1981, de 1 de julio («BOE» del 11).

Correspondera al Ministerio de Obras Publicas y Urbanismo la elabora-
cién o ejecucién de un Plan de obras de acondicionamiento y mejora de
la infraestructura hidriulica del Delta del Ebro. El caudal de agua recupe-
rado podra ser destinado al abastecimiento urbano e industrial mediante
la oportuna concesién y el pago del canon establecido por la Ley.
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17. PERSONAL MILITAR PROFESIONAL

Creacion de la situacion de reserva activa y fijacién de las edades de re-
tiro.

Ley 20/1981, de 6 de julic («B. O. E.» del 11).

Se crea para el personal militar de carrera y clases de tropa, de Mari-
neria y de la Guardia Civil la situacién de reserva activa, en la que se
permanecerd hasta pasar a la situacién de retirado o de segunda reserva.

La Ley precisa las actividadss y retribuciones correspondientes a la nueva
situacién, asi como las causas para el pase a la misma (edad, tiempo de
servicios, peticién propia, decisién del ministro de Defensa).

También se establecen las edades para el retiro forzoso en los Cuerpos y
Escalas de las Fuerzas Armadas y se regula la situacién de segunda reserva,
propia de los Oficiales Generales que alcancen la edad de retiro forzoso.

El Real Decreto 1.611/1981, de 24 de julio («B. O. E.» del 31) regula las
primeras medidas a adoptar para el desarrollo de esta Ley.

18. CONTRATO DE TRABAJO

Regulacién de los contratos de trabajo en practicas y para la formacion
de jévenes trabajadores.
Real Decreto 1.361/1981, de 3 de julio («B. O. E.» del 11).

Contrato de trabajo en practicas es el concertado entre quien posea una
titulacién académica, profesional o laboral reconocida debidamente y un
empresario, a fin de aplicar sus conocimientos para perfeccionarlos y ade-
cuarlos al nivel de estudios cursados por el interesado, al mismo tiempo que
Ja Empresa utiliza el trabajo del empleado. El contrato debe formalizarse
por escrito y dentro de los dos afios siguientes a la obtencién de la titula-
cién; su duracién no podra ser inferior a tres meses, ni superior a doce.

Contratos de trabajo para la formacién laboral es el suscrito entre un
joven y un empresario, que se obliga a proporcionarle una capacitacién
practica y tecnolégica, metédica y completa, a la vez que utiliza el trabajo
del que aprende, mediante el pago de una retribucién. El contrato compren-
dera un periodo de ensefianza, fundamentalmente teérica, y su duracién no
podra exceder de dos anos.

El presente Real Decreto es desarrollo del articulo 11 del Estatuto de los
Trabajadores (Ley 8/1980, de 10 de marzo).

19. CONTRATOS DE TRABAJO

Se regulan los concertados a tiempo parcial.
Real Decreto 1.362/1981, de 3 de julio («B. O. E.» del 11).

Los contratos de trabajo a tiempo parcial, tanto los de duracién indefini-
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da como los de duracién determinada quedan regulados por esta disposi-
cién. Deberan revestir forma escrita para dar lugar a la aplicacién del sis-
tema especial de cotizacién a la Seguridad Social, presumiéndose que son
concertados por tiempo indefinido. A los contratos de trabajo a tiempo par-
cial de duracién determinada se aplicaran las normas reguladoras de la
contrataciéon temporal, segin su modalidad (actualmente el Real Decreto
2.303/1980, de 17 de octubre).

_ El presente Real Decreto desarrolla el articulo 12 del Estatuto de los
Trabajadores.

20. CONTRATOS DE TRABAJO

Autorizacién para la contrataciéon temporal como medida de fomento del
empleo.

Real Decreto 1.363/1981, de 3 de julio («B. O. E.» del 11).

Haciendo uso el Gobierno de la autorizacién contenida en el articulo 17,
p. 3, del Estatuto de los Trabajadores, se autoriza la celebracién de contra-
tos de duraciéon determinada hasta el dia 31 de diciembre de 1982.

El Decreto precisa los trabajadores con los que se podran celebrar los
contratos, las condiciones de contrataciéon y las limitaciones en funcién de
la plantilla del centro de trabajo.

21. IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

Doctrina expuesta en contestaciones vinculantes a consultas formuladas
por los contribuyentes. )
Orden de 17 de junio de 1981 («B. O. E.» del 18 de julio).

Se publican 139 consultas y contestaciones en que se expresa la doctrina
administrativa sobre el referido Impuesto.

La publicacién de consultas fue realizada ya, en relacién con el Impues-
to sobre la Renta de las Personas Fisicas, por la Orden de 17 de abril de
1980.

22. MAGISTRATURA DE TRABAJO

Régimen retributivo de los Magistrados y Secretarios.
Ley 31/1981, de 10 de julio («B. O. E.» del 20).

Se regulan las retribuciones de los miembros de los Cuerpos de Magis-
trados de Trabajo y de Secretarios de Magistraturas de Trabajo.

Las disposiciones adicionales de la Ley fijan las edades para la jubila-
cién forzosa de los Magistrados de Trabajo. La aplicacién de esta Ley y los
efectos econémicos resultantes se retrotraen al dia 1 de abril de 1980 (disp.
final 2.%).
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23. ENTES PREAUTONOMICOS

Régimen presupuestario y patrimonial.
Ley 32/1981, de 10 de julio (<B. O. E.» del 20).

Se regula el funcionamiento de los entes preautonémicos en su aspecto
econémico, estableciéndose la estructura y procedimiento de elaboracién y
aprobacidon de sus presupuestos, el sistema para el control financiero de su
actividad, y el régimen de responsabilidad, cesiones de bienes y contratos
de tales entes.

Con caracter general el trato fiscal de los entes preautonémicos sera el
mismo que la Ley dispense al Estado.

Cuando el Estado transfiera a los entes preautonomicos locales arrenda-
dos, éstos se subrogaran en los contratos de arrendamiento, sin alteracion
en sus condiciones (disp. final 4.).

24. AGENTES DE LA PROPIEDAD INMOBILIARIA

Estatutos Generales de la Profesion y de sus Colegios Oficiales.

Real Decreto 1.613/1981, de 19 de junio («B. O. E.» del 31 de julio).

Se aprueban los Estatutos Generales, en los que se regula la actuacién
profesional de los Agentes, el funcionamiento y régimen juridico de sus
Colegios Oficiales y del Consejo General.

25. ADMINISTRACION PERIFERICA DEL ESTADO

. Se reforma su organizacion.
Real Decreto 1.801/1981, de 24 de julio («B. O. E.» del 20 de agosto.

Esta reforma obedece a la nueva organizacién territorial del Estado es-
tablecida por la creacién de las Comunidades Auténomas, complementando
la regulacién de las Delegaciones Generales del Gobierno en dichas Comu-
nidades, contenida en el Real Decreto 2.238/1980, de 10 de octubre, y de los
Gobiernos Civiles, realizada por el nuevo Estatuto de 22 de diciembre de
1980.

La Administracién Periférica del Estado estard integrada por las Dele-
gaciones Generales del Gobierno en el territorio de las Comunidades Auténo-
mas y por los Gobiernos Civiles, cuya estructura se regula en la presente
disposicién.

Las Delegaciones de Hacienda mantienen un régimen especial, conforme
a su situacién tradicional, actualmente contenido en el Real Decreto 489/
1979, de 20 de febrero.
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26. RECLAMACIONES ECONOCMICO-ADMINISTRATIVAS

Se aprueba su nuevo Reglamento.
Real Decreto 1.999/1981, de 20 de agosto («B. O. E» de 9 y 10 de sep-
tiembre).

Se aprueba un nuevo Reglamento de Procedimiento en las Reclamaciones
Econémico-Administrativas en sustitucién del anteriormente vigente de 26
de noviembre de 1959.

La elaboracién del nuevo Reglamento es consecuencia de las innovacio-
nes que, en el régimen de estas reclamaciones, introdujeron la Ley 39/1980,
de 5 de julio y el Real Decreto-Legislativo 2.795/1980, de 12 de diciembre.

27. IMPUESTO EXTRAORDINARIO SOBRE EL PATRIMONIO

Presentacién de nuevas declaraciones por el ejercicio 1980.
Orden de 29 de julio de 1981 («B. O. E.» del 17 de agosto).

Los contribuyentes que, al amparo del articulo 38 de la Ley 74/1980, de
29 de diciembre, reguladora de los Presupuestos Generales del Estado para
1981, hubiesen declarado y. valorado sus participaciones en entidades
que no cotizaban en Bolsa mediante capitalizacion del promedio de los
beneficios sociales, deberan presentar una nueva declaracion de este Im-
puesto, relativa al ejercicio 1980.

Esta declaracién debera formularse antes del dia 10 de junio de 1982 y
la deuda tributaria resultante no incluird recargo, interés ni sancién.

La presente Orden es consecuencia de la sentencia del Tribunal Constitu-
cional de 20 de julio de 1981, que declaré insconstitucional el citado articulo
38 de la Ley de Presupuestos.

28. CONTRATO DE TRABAJO

- Relacién laboral especial de las personas que intervengan en operaciones
mercantiles por cuenta de uno o mas empresarios, sin asumir el riesgo y
ventura de aquéllas.

Real Decreto 2.033/1981, de 4 de septiembre («B. O. E.» del 12).

Se regula la relacién laboral especial a que se refiere el Estatuto de los
Trabajadores en su articulo 2, p. 1, letra f).

El contrato debera formalizarse por escrito y su duracién seri indefinida
o limitada, aunque prorrogable automadaticamente.

El trabajador no estara sujeto a jornada laboral y tendra derecho al re-
conocimiento de su clientela. La retribucién podra consistir en comisiones o
ser fija, en 10odo o en parte.

Las pormas generales sobre suspension y extincién de la relacién laboral
se aplicaran con alguna especialidad a este tipo especial.
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29. FUSIONES DE EMPRESAS

Se aprueba ¢l Reglamento sobre su régimen fiscal.
Real Decreto 2.182/1981, de 24 de julio («B. Q. E.» del 26 de septiembre).

El Reglamento establece los requisitos que deben cumplir las operaciones
de fusién o escisién de Empresas que reciben trato fiscal beneficiado con
arreglo a la Ley 76/1980, de 26 de diciembre (Véase en ADC, tomc XXXIV,
disposicién nam. 8 de la Informacidon legislativa).

Destaca, de este Reglamento, el detalle del régimen aplicable a las esci-
siones de Empresas, que permite concretar los requisitos, materiales y for..
males, de su realizacién. Los acuerdos que sean precisos para las fusiones
o escisiones proyectadas deberdn adoptarse bajo la condicién suspensiva de
la concesi6n por el Ministerio de Hacienda de los beneficios tributarios co-
rrespondientes.

Los beneficios tributarios de estas operaciones podran afectar al Im-
puesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Juridicos Documentados,,
Impuesto sobre Sociedades, Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisi-
cas ¢ Impuesto Municipal sobre el Incremento del Valor de los Terrenos..

30. ARMAS

Se aprueba un nuevo Reglamento de Armas.
Real Decreto 2.179/1981, de 24 de julio («B. O. E.» del 25 de septiembre)..

Este Reglamento, junio al relativo a explosivos, que fue aprobado por el
Real Decreto 2.114/1978; de 2 de marzo, sustituye al antiguo Reglamento de
Armas y Explosivos de 27 de diciembre de 1944.

Se establecen las normas de clasificacién de las armas y se regula s
fabricacién, circulacién, comercio, tenencia y uso.



